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(Sin corregir) 


PRESIDE: Señor Representante Gustavo Bernini. 


MIEMBROS: Señores Representantes Alfredo Asti, Jorge Gandini, Gonzalo Mujica, Pablo Pérez 
González, Ana Lía Piñeyrúa, Iván Posada y Alejandro Sánchez. 


INVITADOS: Por la Consultora CPA Ferrere, socios economista Gabriel Oddone y contador Bruno Gil. 
ver exposición 


Por la Cámara de Empresas de Servicios Financieros del Uruguay (CESFUR), contador 
Jorge Bergalli, Presidente; señor Rafael Barbieri, Secretario; contador Guillermo Acevedo, 
Gerente y doctor Alejandro Hernández, asesor. ver exposición 


Por Microfin, contador Antonio Martínez, Gerente General y Andrés Colominas, Gerente 
General Adjunto. ver exposición 


Por la Asociación de Administradores de Propiedades Inmuebles (ADAPI): señores 
Eduardo Baldovino, Directivo; Alejandro Ramírez, por Inmobiliaria Goes, Directivo; 
Diego Braglia, asociado y Juan Andrés Flores, por ACSA. ver exposición 


Por Maldonado Cooperativo, técnico en administración Juan M. Moyano, Presidente del 
Consejo Directivo y doctora Mariela Clavijo, asesora jurídica. Por la Federación Uruguaya 
de Cooperativas de Consumo (FUCC), Capitán de Navío (R) Juan José Zorrilla, 
Presidente; señor Ruben Martínez, Tesorero, y doctor Gerardo Montes, asesor jurídico. Por 
Cooperativa Magisterial, señor Juan Fornaro, Tesorero; contador Guillermo García da 
Rosa, Gerente, y doctor Marcelo Amorín, asesor jurídico. ver exposición 


Por el Ministerio de Economía y Finanzas, economista Florencia López. 


SEÑOR PRESIDENTE (Bernini).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión de Hacienda da la bienvenida y agradece la gentileza de estar aquí a socios de la Consultora 
CPA Ferrere, el economista Gabriel Oddone y el contador Bruno Gil. 


El motivo de la invitación surge a partir del proyecto de ley que tenemos a estudio: "Acceso de la población a 
servicios financieros y promoción del uso de medios de pago electrónicos", en particular de una serie de 
documentos que la Cudecoop aportó en este ámbito respecto al articulado. Uno de esos documentos es un 
trabajo realizado por la organización que ustedes representan. Dado el contenido de ese trabajo y el prestigio 
de esa consultora, los convocamos para que nos realicen una breve presentación, en particular con relación al 
diagnóstico y a algunos ejes que ustedes plantean como importantes a la hora de analizar la inclusión 
financiera como un elemento importante para el desarrollo del país. 


SEÑOR ODDONE.- En primer lugar, agradecemos la invitación a la Comisión de Hacienda; es un 
honor poder colaborar en el proceso de discusión que tiene lugar con relación al referido proyecto de 
ley. 


Nos parece importante señalar que este es un trabajo realizado entre octubre de 2012 y julio de 2013, a pesar 
de lo cual el informe final lleva fecha agosto de 2013. Esto supone que el documento que motiva nuestra 
invitación hoy aquí es previo al proyecto de ley del Poder Ejecutivo. Es muy importante tener esto en cuenta 
porque a la hora de redactar el informe -seguramente lo habrán percibido- nosotros no conocíamos la 
iniciativa. Este es un elemento de contexto porque alguno de los comentarios específicos -no los más 
generales-, en alguna medida, en nuestra opinión, no mantienen vigencia una vez conocido el proyecto de ley. 


En particular, no estaría dispuesto a afirmar con rotundidad que el proyecto de ley no procure la inclusión 
financiera, como se desliza en algún lugar en del documento, señalando que solamente es un proyecto de 
bancarización. El proyecto de ley avanza en diversas aristas, por lo cual uno puede decir que va más allá de 
un estricto proyecto de bancarización. 


Otro comentario de orden general es que cualquier observador o analista de la realidad uruguaya puede 
encontrar que el grado de penetración de los instrumentos financieros que hay en el Uruguay no guarda 
relación con su nivel de desarrollo. Cualquier indicador que uno tome en términos de ingresos per cápita, en 
términos de crecimiento económico, no puede explicar los motivos por los cuales la penetración del sistema 
financiero, del uso de instrumentos financieros, es relativamente baja en nuestro país. 


En ese contexto, desde hace bastante tiempo, cuatro o cinco años, en el sector privado hemos estado 
discutiendo qué medidas, qué opciones o qué alternativas podrían existir para desarrollar más el sector 
financiero. Nos consta que el Ministerio de Economía y Finanzas está intentando liderar dentro del Poder 
Ejecutivo algunas iniciativas -que hoy se plasman en el proyecto de ley- que iban en la orientación de 
resolver o levantar algunas de las restricciones planteadas. 


El proyecto de ley parece encontrar razonable aplicación en una situación económica en la cual se requería 
alguna intervención de las políticas públicas para destrabarla. No me pronuncio -ni me corresponde hacerlo- 
sobre todos y cada uno de los contenidos del proyecto; simplemente digo que desde el sector privado se ve 
que apunta a resolver -no estoy en condiciones de responder si efectivamente lo logrará- algunas de las 
restricciones que el desarrollo del sistema financiero ha encontrado como trabas en los últimos años. 


El documento avanza en plasmar lo que acabo de decir: intenta mostrar que Uruguay, si bien no tiene una 
escasísima penetración de instrumentos financieros, tiene menor penetración que muchos países del mundo, 
en particular, que muchos países de la región. Luego trata de razonar, sin conocer el proyecto de ley, sobre 
cuáles podrían ser las iniciativas que las cooperativas podrían negociar o impulsar para quedar comprendidas 
en el proceso de inclusión financiera. 


Luego se listan cuatro iniciativas de orden muy general. Un primer elemento que destaca el informe atiende a 
la evidencia comparada regional: contar con algunas entidades de regulación y supervisión específicas para 
instituciones de menor tamaño y que suponen un riesgo sistémico menor en el proceso de intermediación 
financiera, tal como ocurre en el caso de Colombia y más recientemente en el caso de Perú. Esta es una idea 
que probablemente no sea de posible aplicación a corto plazo en el Uruguay -por distintas razones sobre las 
que después podremos conversar-, pero se la incluyó en el documento para poner como guía: en la región se 
atiende a este tipo de instituciones con mecanismos de supervisión que vigilan marcos prudenciales para 
evitar problemas sistémicos, pero al mismo tiempo, tienen condiciones de regulación algo más flexibles o 
algo distintas que las que pueden contar instituciones de otra profundidad y que, por lo tanto, tienen 
posibilidades de dañar al sistema ante eventos críticos. 


El segundo elemento tiene que ver con desarrollar la idea de que es muy importante que cualquier iniciativa 
en materia de inclusión financiera promueva de manera activa el microahorro y comportamientos orientados 
a fomentar el pequeño ahorro en la población; en ese sentido, las cooperativas pueden constituir un elemento 
crucial para llegar a ciertos segmentos de la población a los que otras entidades no llegan. Aquí se plantean o 
insinúan algunos elementos que podrían ser de recibo, que finalmente el proyecto de ley propone, aunque 
está por verse si las cooperativas están dispuestas, están en condiciones o cuentan con espalda suficiente 
como para incursionar en el desarrollo de dinero electrónico o en el uso de las tarjetas prepagas. 


El tercer elemento promueve ideas que están detrás del desarrollo reciente en América Latina: la emisión de 
medios de pago alternativos, poniendo énfasis, precisamente, en el dinero electrónico y en las tarjetas 
prepagas. Esa parte del documento está orientada a sugerir a las cooperativas un camino crítico para ellas 
dado que esto en el mundo se viene de forma inexorable: que intenten incursionar en el desarrollo de estos 
instrumentos; son ellas -además de lo que la legislación establezca- las que tienen que transformarse y operar 
en la interna cambios tecnológicos y de gestión comercial para poder hacerlo. 


El último punto que se plantea en el documento es que, en la medida en que estamos yendo hacia un proceso 
de mayor integración de los distintos jugadores y agentes del sistema financiero, es vital que las cooperativas 
que quieran seguir jugando este papel en el sector financiero uruguayo lo puedan hacer integrándose a las 
redes ya existentes. Uno de los desafíos que las cooperativas tienen es, precisamente, integrarse a las redes de 
cajeros y poder operar en el sistema POS de redes de manera más activa. 


En síntesis, el documento hace un diagnóstico de la situación del sistema financiero -eso fue lo que nos 
pidieron las cooperativas- para, desde una perspectiva comparada, poder comprender por qué motivos 
Uruguay estaba ingresando en un proceso de discusión de instrumentos legales o de políticas públicas que 
promocionaran un mayor desarrollo del sistema financiero. 


Finalmente, nos planteaban como interrogante qué podían hacer las cooperativas para integrarse de manera 
exitosa en este nuevo mundo que se viene, y nosotros sugerimos estas cuatro opciones en el entendido de que 
estas instituciones juegan un papel importante -como está dicho en el final del documento-: aproximadamente 
600.000 personas operan con este tipo de instituciones que, en particular en algunos lugares del interior, 
tienen una penetración importante. En la medida en que de lo que se trata es que cualquier iniciativa de 
inclusión financiera promueva que existan más servicios, de mayor calidad y de menor precio para las 
personas que hoy no están incluidas en el sistema financiero, nos parecía que este tipo de instituciones, de 
larga tradición e inserción en el territorio, podían jugar un papel importante, sin dejar de advertir -se lo 
hicimos saber a ellos en varias oportunidades- que para poder jugar ese partido no solo la legislación, las 
políticas públicas, tenían que contemplar algunas de sus particularidades, sino que ellos, como instituciones, 
tenían que procesar profundos procesos de transformación en materia de gestión, de uso de instrumentos 
financieros y de sofisticación profesional, sobre todo pensando que la escala empresarial de algunas 
cooperativas -este es un tema vital- es lo suficientemente pequeña como para jugar en el mundo financiero, 
donde hay costos fijos relativamente elevados en materia de incorporación de tecnología y de aplicación de 
estándares de control y de manejo de riesgo. 


SEÑOR ASTI.- Quiero que quede constancia del agradecimiento por que una consultora privada 
rápidamente acuda a este ámbito a dar explicaciones sobre un trabajo que realizó para terceros. 


Habiendo leído el trabajo y las repercusiones que tuvo en algunas de las presentaciones realizadas por las 
cooperativas, mi primera pregunta es sobre qué supuestos se hicieron determinados cálculos de pérdida que 
tendrían las cooperativas. Quedó muy claro en la exposición del economista Oddone que el trabajo se realizó 
antes de conocer el proyecto de ley. La apertura que esta iniciativa propone es, precisamente, para incorporar 
nuevos actores al sistema financiero, tanto del lado de la oferta como de la demanda. Del lado de la oferta, 
algunas disposiciones prevén que lo hagan las cooperativas y ANDA, por estar equiparadas legalmente en 
cuanto a la habilitación para descuento por ley. Teniendo en cuenta los criterios de solidaridad, de fidelidad a 
la economía social que puedan tener los afiliados a estas instituciones, estas pueden jugar un papel en la 
ampliación de la oferta que figura en el artículo 6”: pueden ser el vehículo para otorgar crédito social a 
quienes los emisores de dinero electrónico no pueden; exclusivamente lo pueden hacer aquellas instituciones 
que ya tienen autorización legal para hacer descuento de nómina. 


Los cálculos sobre las pérdidas que tendrían las cooperativas de alguna manera ya fue aclarado, pero me 
gustaría saber si llevando a cabo una actualización tecnológica -y, quizás, también un cambio en la dirección 
profesional- se podrían no solo evitar esas pérdidas, sino obtener resultados positivos con una ampliación de 
los servicios y del universo de los afiliados actuales, precisamente, teniendo en cuenta la libertad del 
trabajador de elegir dónde va a depositar el dinero y quién le va a otorgar, en particular, los créditos de 
nómina. Quisiera conocer qué resultado podría tener esto en función de los cambios que deberían promoverse 
a nivel de estas instituciones. 


SEÑOR PRESIDENTE.- De acuerdo con lo que nos acaba de transmitir el economista Oddone - 
independientemente del proyecto de ley en cuestión y de las oportunidades que se podrían llegar a 
adjudicar a través de políticas públicas; en este caso, se trata de normativas para contemplar la 
realidad de las cooperativas insertas en el mundo financiero-, querría saber si ustedes consideran que a 
partir de normas que ha llevado adelante el Banco Central, en particular a través de la Circular N” 
2.150 -una nueva herramienta que establece la posibilidad de una nueva modalidad de intermediación, 
con una escala muy reducida, referida a la banca minorista-, se abre una posibilidad a las cooperativas 
de ahorro y crédito minoristas. 


Ustedes plantearon un eje en una regulación y una supervisión especiales, más flexibles, para las 
cooperativas, lo que sería un objetivo a mediano y largo plazo. La herramienta nueva podría ser útil para que 
las cooperativas muten y desarrollen actividad financiera limitada, pero entre otras cosas, con captación de 
ahorro. Esto es algo que hasta este momento las cooperativas de capitalización no pueden hacer porque 
muchas veces toman parte de los créditos que dan en el sistema financiero porque no tienen suficiente fondeo 
para desarrollar la actividad. 


SEÑOR ODDONE.- Como dije anteriormente, cuando hicimos nuestro informe no teníamos el 
proyecto de ley. Nuestra valoración cualitativa del proyecto de ley, una vez conocido, es que, 
efectivamente, como toda iniciativa que procura un cambio, genera un contexto de amenazas y de 
oportunidades. En la medida en que el marco general pretende inducir a que los agentes introduzcan 
en el sistema a los segmentos de bajos ingresos, que han estado descuidados, las cooperativas enfrentan 
una amenaza porque, en gran medida, este es un territorio largamente ocupado por ellas y por algunas 
instituciones, como las entidades de ahorro y crédito. En ese contexto, efectivamente, hay un cambio de 
escenario, porque de alguna manera todo el proyecto de ley podría estar estimulando a que los bancos, 
que no han sido mayormente agresivos en esta área, puedan jugar este partido. 


Creo que en la medida en que la iniciativa de política pública establece un conjunto de medidas que 
intensifican -u obligan, en algunos casos- una integración con el sector financiero, se abren posibilidades a 
aquellas instituciones que tienen penetración en el territorio, capilaridad, relación directa y amistosa con la 
población de los segmentos de bajos ingresos. Hay distintos estudios a nivel internacional que muestran las 
razones por las cuales las poblaciones de bajos ingresos tienen un escaso grado de bancarización; se debe a 
muchas causas -ahora no las voy a enumerar-, pero algunas de ellas tienen que ver con las barreras culturales 
de las personas de ingresos bajos a frecuentar instituciones bancarias que tienen un tipo de alhajamiento y de 
forma de organizar la atención a los clientes que las vuelve poco amistosas. Esa es la razón por la cual en 
varios países del mundo -en particular, de América Latina-, sobre todo en algunos países emergentes, han 
prosperado las figuras de instituciones financieras de cercanía, que en muchos casos operan como vasos 
comunicantes con los propios bancos, básicamente bajo la forma de corresponsal. 


Creemos que las cooperativas tienen oportunidad de moverse con éxito en este nuevo contexto, ya sea porque 
se conviertan en instituciones de intermediación sujetas a la regulación bancaria del Banco Central, y 
pudiendo captar ahorros, o porque establezcan acuerdos o alianzas con otras instituciones comprendidas por 
la regulación bancaria y que operen como sus brazos ejecutores. De hecho, todos sabemos que esta iniciativa 
legal, asociada a la figura del corresponsal bancario, potencialmente va a permitir que un conjunto de agentes 
-como pueden ser mercados, pequeños almacenes, red de cobranzas-, puedan ser punta de lanza de 
instituciones financieras que no están dispuestas a penetrar en el territorio, simplemente comercializando los 
productos o captando ahorro en esos lugares. O sea que creo que las cooperativas tienen una oportunidad, 
pero, por supuesto, el cambio supone un conjunto de desafíos en materia de transformación. 


En ese sentido, no creo que esta iniciativa, tal y como la conocemos, afecte en forma negativa a las 
cooperativas, aunque admitimos que les plantea un desafío y, por lo tanto, seguramente deberán iniciar 
procesos de transformación y de adaptación a una realidad distinta. 


El marco legal que regula las instituciones de circulación restringida tiene vigencia desde hace bastante 
tiempo; de hecho, existen cooperativas que bajo la figura de instituciones de circulación restringida hacen 
intermediación financiera, y están reguladas por el Banco Central. Como todos sabemos, esa figura, que 
podría ser un banco o una cooperativa que hace intermediación financiera, tiene requisitos regulatorios y 
patrimoniales mucho más laxos que los que tienen las figuras bancarias, porque tienen limitada su operativa 
al tipo de captación de ahorro que pueden realizar y al tipo de cuentas que pueden abrir. De hecho, hay una 
frase en el informe que presentamos, que figura en la página 28, que expresa: "En nuestro país se maneja la 
posibilidad de utilizar las tarjetas prepagas para canalizar el pago de jubilaciones y sueldos. Hasta el 
momento, dadas las declaraciones efectuadas por el Gobierno," -reitero que, en ese momento, no conocíamos 
el proyecto de ley- "tal opción se circunscribiría al ámbito de las instituciones supervisadas por el BCU. Ello 
deja por fuera a prácticamente la totalidad de las CACC (solamente las constituidas como EACS podría 
emitir el instrumento)". Esto es estrictamente así, pero cuando uno lee el proyecto de ley, advierte que no 
solamente podrán ser emisoras de tarjetas prepagas instituciones supervisadas por el Banco Central, sino que 
las instituciones que deseen emitir tarjetas prepagas podrán someterse al Banco Central y pasar a ser 
supervisadas. O sea, no congela la posibilidad con las instituciones que ya tienen supervisión bancaria -como 
esa frase podría insinuar-, sino que habilita a que toda institución que quiera convertirse en un emisor de 
dinero electrónico o de tarjetas prepagas pueda hacerlo, siempre y cuando el Banco Central lo apruebe. De 
manera que, en nuestra opinión, el espíritu de la norma es que un supermercado o una red de pagos 
perfectamente pueden terminar siendo emisores de dinero electrónico y de tarjetas prepagas, siempre y 
cuando hayan solicitado la inscripción y la regulación del Banco Central y que este lo haya aceptado. De esta 
manera, las cooperativas que hoy no son supervisadas por el Banco Central, pero que quieran jugar este 
papel, podrán hacerlo mediante una solicitud. Por lo tanto, creemos que esa es una figura que acoge un 
posible camino para las cooperativas, aunque no necesariamente es el único. 


Alguien podría decir que no todas las cooperativas tienen la escala, el tamaño y la vocación de convertirse en 
instituciones de intermediación; posiblemente sea cierto, pero no creo que esta iniciativa las deje de lado 
porque -insisto- mediante acuerdos comerciales, acuerdos privados estampados en contratos, podrán 
transformarse en corresponsales de instituciones que forman parte del sistema y que deciden contratarlas para 
penetrar en el mercado. O sea que creo que las oportunidades que hay abiertas son varias: la figura del banco, 
de la cooperativa de circulación restringida sujeta a regulación bancaria, y otras formas. 


SEÑOR POSADA.- Ciertamente nos importaba escuchar la opinión de quienes habían realizado un 
trabajo profesional, porque implicaba una visión distinta a la que puede existir desde el sector. 


En ese sentido, especialmente después de haberlos escuchado y de recibir todas las aclaraciones, con la 
prevención de que este trabajo se realizó antes de conocer el proyecto de ley que tenemos a estudio, en la 
medida en que han trabajado en un diagnóstico de situación -creo que las distintas recomendaciones está 
señalando diferentes caminos para que las cooperativas, que son objeto de este informe, puedan integrarse al 
sistema desde el punto de vista financiero-, me parece claro que debería realizarse un proceso gradual para 
que esa inserción se concrete 


Uno de los temores que nos genera el proyecto es que aparecen nuevos jugadores -la delegación hizo 
referencia a ello-; notoriamente, ya tenemos jugadores, como las cooperativas, que han venido 
desarrollándose dentro del sistema cumpliendo determinado rol, que se van a ver enfrentados a una nueva 
realidad. Frente a esa nueva realidad, necesitarán un proceso gradual de organización y de decisiones, para lo 
que hoy no están preparadas. Creo que el informe es contundente en cuanto a señalar la necesidad de una 
adecuación y, sobre todo, de tener economía de escala para enfrentar una eventual nueva realidad. 


Entonces, desde ese punto de vista, teniendo en cuenta las alternativas y los caminos que plantea este 
proyecto de ley, quiero tener una opinión con relación, fundamentalmente, a cuál debería ser la gradualidad 
de ese proceso para que esta inserción del sector cooperativo pueda tener lugar para competir en igualdad de 
condiciones frente al nuevo desafío que plantea este proyecto de ley. 


SEÑOR ODDONE.- Interesante pregunta, que no sé si estamos en condiciones de responder, en 
particular, desde la lógica estricta del sector privado, porque la interrogante que formula el señor 
Diputado Posada está planteada desde la lógica del bien público y no soy necesariamente la persona 
indicada para responder, dado el rol que juego en este lugar. No obstante, me gustaría decir dos o tres 
conceptos de orden general. 


Insisto en que Uruguay tiene un desarrollo de su sistema financiero inadecuado con relación a lo que ha 
ocurrido en los últimos veinticinco años en el mundo y, en particular, en la región. Creo que ni la regulación, 
ni la acción del regulador, ni la acción comercial de las instituciones que juegan el partido central se 
adaptaron, a velocidad suficiente, a la nueva situación económica imperante en la región y en el mundo. El 
solo hecho de que eso sea así ha supuesto que hayan emergido actividades típicamente del sector financiero, 
pero prestadas por jugadores que no son del sistema financiero. El caso más evidente es el de las redes de 
cobranza; cuando uno recorre el mundo advierte que existen, pero no con el grado de desarrollo que tienen en 
Uruguay. El sistema financiero, bajo reglas de mercado, no logró desarrollar los instrumentos en cantidad 
suficiente para el conjunto de la población; eso no quiere decir que para un grupo de la población no exista. A 
pesar de ello, en la periferia del sistema financiero han emergido instituciones, entre las que las cooperativas 
son un actor relevante, que han completado ese mercado; cuando uno mira la figura total encuentra que lo 
que las instituciones más tradicionales no logran hacer es cubierto por otro tipo de instituciones, como las 
redes de cobranzas, las EACS, las cooperativas. 


Por lo tanto, en mi opinión, lo que hace la iniciativa legal -me hago cargo de esta afirmación- es una 
intervención de política pública para resolver algunos problemas que evidencian ciertas fallas del 
funcionamiento del mercado financiero, en particular, la provisión de cantidad de instrumentos suficientes 
para ciertos segmentos de la población y el desarrollo de ciertos instrumentos financieros. Desde el punto de 
vista general, es un típico caso en el que se está ante una falla del mercado, por lo que vale la pena procurar 
una política pública que intente introducir un esquema de incentivos nuevos que conduzcan a un nuevo 
equilibrio, mejor provisto y con mejor resultado para los ciudadanos; esto es: más acceso y más productos, de 
mejor calidad y a precios más baratos. En ese sentido, comparto la filosofía que está detrás del proyecto. 


Por otro lado, como toda iniciativa legal, como toda política pública que introduce un cambio en un status 
quo lo que hace es generar una suerte de potenciales ganadores y perdedores en el proceso de transición, pero 
eso es parte del accionar de las políticas públicas en cualquier escenario. Por lo tanto, es de buena lógica de 
política pública intentar dimensionar de manera adecuada los costos y los beneficios a efectos de que la 
transición sea lo menos costosa posible desde el punto de vista social. A veces, es imposible que no sea 
costosa; lo que hay que decidir es cómo se compensa a los agentes que, eventualmente, son perdedores en 
este proceso. 


Mi impresión general es que si uno mira la situación actual e imagina aquella en la que se estará cuando todo 
esto esté en funcionamiento normal, en principio deberíamos tener como resultado más productos 
financieros, más instrumentos a disposición de la gente, un incentivo al comportamiento del ahorro y, por lo 
tanto, hacia la educación financiera en el sentido de un manejo prudente de las finanzas de las personas, y al 
mismo tiempo, mayor acceso de parte de personas que hoy no pueden acceder a un conjunto de instrumentos, 
sobre todo, a precios más baratos. Algunos de los precios que hoy observamos en este sistema tan 
fragmentado, en el que la competencia no funciona adecuadamente, son muy elevados, entre otras cosas, 
porque como está tan segmentado el mercado, hay instituciones especializados en manejar personas más 
riesgosas desde el punto de vista financiero y, por lo tanto, el precio al que tienen que cobrar el ingreso a un 
financiamiento necesariamente es más caro. La idea de que se pueda integrar un sistema más armonizado 
debería dispersar los riesgos de manera más adecuada, hacer que las escalas fueran más adecuadas y que esto 
se traduzca en acceso a financiamiento a tasas de más calidad y más baratas. En ese sentido, creo que las 
instituciones que están nucleadas a grosso modo en las cooperativas tienen un papel para jugar por su 
penetración en el territorio, su capilaridad y su vocación de servicio. Por eso creo que hay un capital social y 
vale la pena pensar qué hacer para evitar que se pierda algo de lo que se ha construido. Por lo tanto, creo que 
vale la pena pensar bien en la implementación y de qué manera se hará la transición desde una situación a la 
otra. 


Sobre las medidas en concreto, en primer lugar no estoy en condiciones de responder y, en segundo lugar - 
permítanme esta observación-, no estoy muy seguro que sea la iniciativa legal la que tenga que responder 


sobre eso, sino que pienso que debería ser la figura de la reglamentación o los decretos que tendrán que 
emerger. 


También es cierto -quiero ser transparente- que se trata de un proyecto de ley muy abarcativo y detallado. 
Probablemente, la estructura de incentivos debería ser de orden más general. A veces, desde el sector privado 
se miran aspectos en el sentido de que el proyecto es demasiado ambicioso y va a detalles muy específicos, 
pero uno desconoce cuál es la lógica de los sistemas de aprobación y las garantías que tienen que darse a 
todos los jugadores del sistema y por eso la iniciativa responde a esa lógica y no a la lógica general. 


En ese sentido, creo que vale la pena pensar en la adecuación y dejar librado a una eventual reglamentación, 
aspectos que tienen que ver con el "timming", porque algunos elementos que están incluidos en el proyecto 


de ley pueden introducir cambios fuertes en el funcionamiento actual de las instituciones del sistema 
financiero. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos su presencia; el aporte ha sido muy valioso. 
(Se retira de Sala la delegación de CPA Ferrere) 


(Ingresa a Sala una delegación de la Cámara de Empresas de Servicios Financieros del Uruguay - 
Cesfur) 


La Comisión de Hacienda da la bienvenida a la delegación de la Cámara de Empresas de Servicios 
Financieros del Uruguay, Cesfur, integrada por el contador Jorge Bergalli, Presidente; el señor Rafael 
Barbieri, Secretario; el contador Guillermo Acevedo, gerente, y el doctor Alejandro Hernández, asesor. 


Esta Comisión está tratando el proyecto de ley que refiere al acceso de la población a servicios financieros y 
promoción del uso de medios de pago electrónicos. Hemos recibido documentos en forma electrónica y la 
Secretaría los distribuyó entre todos los legisladores. Nos interesa escuchar la opinión de este sector porque 
es importante para el trabajo de la Comisión. 


Pedimos disculpas porque tenemos media hora de atraso, ya que hoy recibiremos cinco delegaciones. 
SEÑOR BERGALLLI.- Muy buenos días a todos y muchas gracias por recibirnos. 


En realidad, somos una organización bastante nueva, porque la figura de empresa de servicios financieros 
surgió a partir de 2011. Actualmente, somos 26 instituciones las que integramos la Cámara o que estamos 
ejerciendo la función de empresas de servicios financieros. Contamos con aproximadamente 215 mostradores 
en todo el país y tenemos una ocupación de alrededor de 1.800 personas. Nuestra labor surge 
fundamentalmente a partir de la necesidad que teníamos de diferenciarnos de las actividades tradicionales de 
las casas de cambio y, con el Banco Central, llegamos a este tipo de figura en la que, además de las 
operaciones de compraventa de moneda, realizamos una serie de actividades que son importantes, sobre todo 
para las pequeñas y micro empresas, por ejemplo, órdenes de pagos internas, órdenes de pagos 
internacionales, cobranza de exportaciones, recepción de pagos desde el exterior, pago de importaciones, es 
decir, una competencia que por nuestro nivel es bastante más eficiente que la del sistema financiero. 


Cuando vimos el proyecto, en primer lugar, nos alegramos de estar transitando en una senda de 
modernización por la que todo el mundo está marchando, que es la eliminación del dinero físico y el pasaje al 
dinero electrónico. Actualmente, la mayoría de nuestras instituciones están reguladas por el Banco Central y 
tenemos cuentas en esa institución. Asimismo, muchos de nosotros tenemos cuentas en el exterior, que nos 
obligan a tener auditorías de todo tipo, no solo nacionales sino internacionales, tanto en materia contable 
como de prevención de lavado. Incluso, los que tenemos cuentas en corresponsales en el exterior estamos 
regulados por el Finsen, que es el organismo supervisor de empresas financieras de Estados Unidos. Estamos 
sujetos a pedidos de informes de ese organismo, tenemos que dar informes dentro de determinados 
parámetros del secreto bancario y profesional. Es decir que estamos regulados y permanentemente 
supervisados por instituciones locales e internacionales, además del propio Banco Central. 


Al analizar este proyecto de ley, entendemos que vamos a estar dentro de los posibles emisores de 
instrumentos electrónicos, porque tenemos la capacidad para hacerlo, tenemos fondos en el Banco Central y 
atendemos una gama muy importante de pequeños usuarios, es decir, gente que cobra sus salarios y 
pasividades a través nuestro; tenemos una red de cajeros y damos servicios a bancos. No obstante, nos surge 
la inquietud de que este proyecto, que también se conoce como de inclusión financiera, sea de inclusión para 
todos, porque lo que hemos sentido hasta ahora de parte del sistema financiero es que algún tipo de 
institución ha sido discriminada de alguna forma. Es decir que muchas de nuestras empresas, no solamente 
han visto cerradas sus cuentas en los bancos, sino que también se han visto compelidas a no realizar 
operaciones o restringidas en la apertura de nuevas cuentas. 


A pesar de todos los controles y de estar supervisada por la misma autoridad que los bancos, muchas veces 
eso se da en función de elementos subjetivos que nos transmiten las instituciones, como ser que son normas 
de casa matriz, disposiciones de casa matriz, o bien lo de "No queremos operar con ustedes" o "El tipo de 
negocios que ustedes realizan no es el que nosotros estamos atendiendo". Pensamos que, de repetirse esa 
misma situación, podría generar discriminaciones en este proyecto de inclusión que aun pueden llegar a 
ustedes mismos, porque hay normas de instituciones financieras que dicen que nos se les puede abrir cuentas 
a personas políticamente expuestas y, entonces, quizás hasta los legisladores pueden tener dificultades para 
abrir cuentas en bancos privados. 


Siempre existe la posibilidad de que no se quiera abrir una cuenta, pero pueden existir argumentos objetivos 
que permitan la no discriminación y, además, que actividades que son lícitas en el país no puedan ser 
consideradas ilícitas. Por ejemplo, desde ayer, una farmacia que vende marihuana puede estar vinculada al 
tráfico indirecto de ciertas sustancias y, por disposición de estas normas, a ese grupo de farmacias no le 
abrimos una cuenta. Sería un buen argumento para no abrir cuentas. 


Lo que tratamos es generar elementos objetivos para que, en la medida en que se niegue la apertura o el 
mantenimiento de una determinada cuenta, se justifique esa decisión y no se permita una discriminación 
hacia determinadas empresas. En particular, pensamos que no es tanto la cuestión de prevención de lavado y 
demás, sino evitar la competencia de algunos agentes que podemos ser más eficientes o más baratos con 
relación a los sistemas de intermediación financiera. 


SEÑOR HERNÁNDEZ.- Gracias por recibirnos. 


Como decía el doctor Bergalli, del análisis que hemos hecho de la ley concluimos que no solo nos parece 
compartible, sino que es una tendencia muy difícil de detener y que es buena en el mundo. 


Entendemos que son muy pocas las cosas que puedan tener un gran efecto. Creemos que con esta ley, de 
ahora en adelante la apertura de cuentas bancarias va a tener un efecto: el de pasar a ser un derecho esencial 
de la persona o de las empresas casi tan importante como la cédula de identidad o el número de RUT. ¿Por 
qué? Porque para pagar sueldos, para pagar impuestos, para pagar honorarios y para transar la mayoría de los 
servicios, una empresa necesariamente va a tener que contar con una cuenta. Por eso, pasa a ser un derecho 
esencial de las empresas y de las personas comunes tener esa cuenta bancaria y no ser rechazado en una 
institución por razones abstractas o genéricas. 


Esta idea no es un invento nuestro; es una convención internacional que existe desde el año 2005, referida a 
los derechos de los usuarios de los servicios financieros. Es decir que toda persona debe tener derecho a 
contratar con una institución financiera en condiciones de igualdad y no discriminación. Por eso decimos 
que, de alguna forma, vamos a tener que establecer un estatuto que privilegie o custodie la apertura de 
cuentas a las personas y a las empresas. 


Los artículos 23 y 25 del proyecto de ley contemplan la apertura de cuentas de personas físicas y de empresas 
de reducida dimensión económica, no definiéndose bien qué es eso. Lo que proponemos es que la obligación 
de abrir cuentas sea genérica y, fundamentalmente, una obligación de los bancos para con todas las empresas 
y personas, sin discriminación en cuanto a si son de reducida dimensión económica o no. Obviamente, se 
permite que se rechace la apertura de una cuenta, pero no por causas genéricas o abstractas. 


Lo que pedimos es que cuando hay una institución financiera que presta un servicio de interés público - 
aunque sea privada- que se niegue a trabajar con una persona o una empresa, explicite fundadamente la 


negativa a esa apertura de cuenta o a una operación en particular, y que haya un organismo de contralor, que 
proponemos que sea el Banco Central del Uruguay 


Si bien hoy la Ley N* 17.250, de defensa del consumidor, establece algunas competencias, deja afuera este 
tipo de contralor para el Banco Central. Es decir que no hay un contralor efectivo de este tipo de cosas. Eso 
lo sabemos porque nos ha pasado en la práctica de ir al Banco y que se nos diga que no les compete 
legalmente. Entonces, es bueno que, por ley, se atribuya al Banco Central la competencia de controlar los 
abusos en la negativa de instituciones financieras a la apertura de cuentas o de procesar operaciones a 
empresas o clientes. 


Por lo tanto, lo que proponemos, muy sutilmente, es consagrar el derecho de toda persona o empresa a operar 
con una institución bancaria, porque las instituciones bancarias prestan un servicio público. Esto no quiere 
decir que se opere en forma gratuita. La gratuidad está consagrada en la ley y no nos metemos con eso, para 
ciertas operaciones. Las empresas no queremos gratuidad, lo que queremos es el derecho establecido 
legalmente a tener la posibilidad de contratar a una institución financiera en igualdad de condiciones y que, si 
se nos niega ese derecho, se nos diga por qué, en forma fundada y en un plazo preestablecido. Nosotros 
sugerimos que el plazo sea de treinta días, que entendemos que no es para nada breve ni menor. Una 
institución, con los recursos que tiene, debe decirnos por qué no opera con nosotros en ese plazo con un 
fundamento, y no simplemente que lo hace por razones abstractas o genéricas. 


Tal como decía el contador Bergalli, nosotros hacemos una actividad lícita; ustedes, como legisladores, hacen 
una actividad lícita, y las farmacias que en el futuro van a vender marihuana van a hacer una actividad lícita 
para la ley uruguaya, y si una entidad bancaria no quiere contratar con esas personas o no la dejan hacerlo 
desde afuera, tiene dos opciones: le pide a la casa matriz que cambie su política para Uruguay o bien se retira 
del país, pero no puede ser que deje a un sector importante de la población o de la actividad empresarial de 
este país sin poder contratar con ellos por una razón abstracta. 


Lo que pedimos es que si hay una negativa, que sea fundada, tal como lo dicen las convenciones 
internacionales, y que se le haga saber al usuario -nosotros utilizamos el término "usuario" y no 
"consumidor", para eliminar esa diferencia que hay en la ley de defensa del consumidor en cuanto a si las 
empresas son consumidores o no; aquí los usuarios son todos los que quieren contratar con una institución 
financiera-, y que si lo hace de alguna forma desigual o discriminada, establezca por qué actúa así. 


Aquí no se le dice: "Trabaje gratis con nosotros". Lo que tenemos que decir es: "Si usted, que hace una 
función pública, aunque sea privada, no quiere trabajar con nosotros, tiene que explicitar por qué, en forma 
clara, fundada, y después una autoridad" -que, reitero, proponemos que sea el Banco Central- "dirá si usted 
actuó de forma justa o abusiva". Entonces, si su actuación fue abusiva, se pondrán las sanciones del caso, tal 
como hay experiencias personales que citamos en el informe, para proteger a los usuarios. 


Entonces, el primer capítulo es que se debe poder consagrar el derecho a operar con las instituciones 
financieras y el deber de estas de operar con los usuarios en condiciones justas y no discriminadas. 


Lo segundo que proponemos es que el conflicto de intereses -porque cada vez se van a dar más, ya que las 
instituciones financieras diariamente van a tener más información y más conflictos con otras entidades por 
prestar sus servicios en forma más eficiente y menos costosa-, tal como mandan las normas internacionales, 
debe ser administrado en forma justa y sometido al control de las autoridades y que, en caso de abuso, 
también se puedan poner las sanciones del caso. 


Resumiendo: nos parece muy buena la ley, su espíritu y lo que se busca con ella. Lo que proponemos son 
simplemente unas breves modificaciones para proteger más los derechos, no solo de los trabajadores, 
jubilados y las empresas de pequeña dimensión económica, sino de todos los demás, como pueden ser, por 
ejemplo, los legisladores -que son considerados PEP-, las farmacias y las inmobiliarias. ¿Cuántas 
inmobiliarias hay? Existen cientos de inmobiliarias en el país a las que mañana, por una decisión de la casa 
matriz, les pueden decir que en Uruguay no se opera más con inmobiliarias. ¿Por qué, si es una actividad 
lícita en el país? Lo mismo ocurre con las empresas del sistema financiero. 


Lo que pedimos es que si una institución no quiere trabajar con una empresa se la obligue a exponer 
claramente, en forma resumida y fundada, las razones de su negativa. Los motivos no pueden ser abstractos; 
no puede argumentar, por ejemplo, que la casa matriz no se lo permite. Eso no es admisible y viola la 


soberanía del país, sobre todo si se presta un servicio de interés público. Creo que es muy importante tener en 
cuenta este punto. 


Además, nos parece que el servicio debe ser prestado en condiciones de no discriminación y que se debe 
administrar en forma muy prolija los conflictos de intereses que surjan. 


Por último, entendemos que todo debe estar sometido al control de una institución especializada, imparcial y 
capacitada como el Banco Central. Creemos que es el organismo adecuado para entender sobre los posibles 
conflictos de intereses. 


Esta es nuestra propuesta, que está alineada con los objetivos del proyecto. Simplemente, es un aporte que se 
basa en la experiencia práctica que tenemos nosotros y muchos otros sectores; probablemente a ustedes les 
haya pasado en la práctica alguna vez. A partir de la aprobación de esta iniciativa, abrir una cuenta bancaria 
para poder operar va a ser esencial para cualquier actividad personal o profesional. Pedimos que se custodie y 
se tutele ese derecho en las mejores condiciones. Creemos que este puede ser un pequeño aporte que permita 
maximizar el derecho de las personas y las empresas a participar de esta nueva iniciativa de inclusión 
financiera. 


SEÑOR ASTI.- He escuchado atentamente la argumentación del doctor Hernández. Creo que debemos 
separar los temores de que empresas que intervengan en el sistema tengan la posibilidad de operar con 
las instituciones de intermediación financiera. Entiendo que no sucede lo mismo con los particulares. 
En el artículo 23 está claramente establecida la no discriminación para las personas físicas que tengan 
cuentas en las que se depositan nóminas. 


En este punto quiero hacer otra precisión. Siempre se habló de los bancos y de las instituciones de 
intermediación financiera. Recordemos que las cuentas de nómina podrán estar en otras instituciones que no 
sean las de intermediación financiera. O sea que podrán ser emisores de dinero electrónico. 


Entonces, debemos separar los temas. Es válida la inquietud con respecto a que las empresas que necesiten 
operar con instituciones de intermediación financiera puedan tener alguna restricción. Quizá el proyecto no 
establece nada sobre este particular. Sin embargo, está claramente determinado que las personas físicas, 
incluyendo a los legisladores, no pueden ser discriminadas en ese sentido con relación a las cuentas de 
sueldo. Ahora bien, si tienen otro tipo de cuentas, es otra situación. 


Con la redacción dada en el artículo 23, no tengo ninguna duda que nosotros, ni ningún otro trabajador va a 
tener problemas con las cuentas de nómina. Podemos pensar que sí se pueden aplicar normas del Banco 
Central vinculadas al riesgo de lavado de activos, pero estas cuentas solamente puede recibir depósitos 
provenientes de salarios, pago de honorarios u otros beneficios sociales. Es decir que están limitadas a ese 
tenor de depósitos, los que deberían ser regulados con estas características de no discriminación. 


SEÑOR HERNÁNDEZ.- Proponemos ampliar la cobertura prevista en el artículo 23 porque, si bien es 
correcta en lo relativo a las cuentas de nómina, el espíritu del proyecto es mucho más amplio. A partir 
de esta norma van a estar bancarizadas gran parte de las operaciones comerciales, de depósitos, 
personales y de ahorro de las empresas y de las personas. En principio, lo consagrado en el artículo 23 
es bueno. 


Nosotros separamos los temas. Por un lado, nos parece correcto que se abran las cuentas en forma genérica 
para todo tipo de personas y de empresas y para todo de actividades, no solo para las cuentas de nómina. 


Por otro, está el tema de la gratuidad. Consideramos que está perfecto que sea solamente para cierto tipo de 
personas y de actividades. 


Concretamente, buscamos una protección más amplia porque, a partir de esta norma, la apertura de cuentas y 
la bancarización van a ser tan importantes como el número de RUT de la empresa. Si una empresa no 
consigue fácilmente la apertura de cuenta o condiciones justas, va a quedar muy relegada en la actividad 
económica. Eso es lo que nos preocupa. Nuestra intención es hacer un poco más efectiva la norma. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Ha quedado claro su planteo. Obviamente, se trata de una visión global del 
concepto de inclusión financiera. 


La Comisión les agradece su presencia, así como la documentación aportada. Seguiremos en contacto. 


SEÑOR BERGALLI.- Los agradecidos somos nosotros porque la Comisión nos recibió. Obviamente, 
estamos a las órdenes para cualquier consulta. 


(Se retiran de Sala los integrantes de la Cámara de Empresas de Servicios Financieros del Uruguay) 


(Ingresa a Sala una delegación de Microfin) 


La Comisión de Hacienda da la bienvenida a la delegación de Microfin, integrada por los señores 
Antonio Martínez, Gerente General, y Andrés Colominas, Gerente General adjunto. 


Es muy importante la presencia de ustedes en este ámbito en la medida en que, como saben, la Comisión está 
debatiendo sobre una iniciativa del Poder Ejecutivo denominada "Acceso de la población a servicios 
financieros y promoción del uso de medios de pago electrónicos. Normas". Es muy importante conocer su 
opinión al respecto, en virtud del rol fundamental que cumplen al prestar determinado tipo de servicios 
financieros a un estrato de la sociedad. 


SEÑOR MARTÍNEZ.- En primer lugar, agradecemos la invitación de la Comisión. Para nosotros es 
muy importante poder volcar nuestros comentarios sobre el proyecto como una institución 
especializada en microfinanzas, que está operando en Uruguay desde el año 2008. 


Voy a hacer una breve reseña de Microfin y puntualizar los aspectos del proyecto en los que nos vamos a 
centrar. 


Microfinanzas del Uruguay S.A. es una entidad regulada por el Banco Central del Uruguay como una 
empresa administradora de créditos. Sus accionistas son el grupo ACP, de Perú -una entidad con más de 
cuarenta años haciendo microfinanzas en ese país-, el Banco Interamericano de Desarrollo, a través del 
Fomin, y la Corporación Andina de Fomento, banco de desarrollo de América Latina. Tiene dos socios 
locales: el señor Andrés Colominas y quien habla. 


En primer lugar, queremos decir que, como institución especializada en microfinanzas, entendemos que 
Uruguay está dando un paso muy importante para lograr que la inclusión financiera y la bancarización 
formen parte de una política pública, y que todos los partidos políticos, el Ministerio de Economía y 
Finanzas, el Banco Central del Uruguay y el Parlamento estén discutiendo cómo ampliar su acceso e 
intensidad de uso. Por lo tanto, nos alegra enormemente el camino recorrido durante estos años en el país. 


En términos generales, como institución, podemos decir que es un muy buen proyecto de ley, pero 
entendemos que se podrían perfeccionar algunos aspectos, y ese sería nuestro aporte, desde la perspectiva de 
una entidad que trabaja con el sector de más bajos ingresos. 


Nos vamos a enfocar en tres puntos: la regulación, el acceso a la información y el fomento a la inclusión 
financiera de las Mypymes; creo que son los tres aspectos que se podrían mejorar. 


Con respecto a la regulación, en estos años el Banco Central del Uruguay ha avanzado mucho en la 
regulación y supervisión del sistema financiero. En efecto, los recientes cambios de banca minorista, de 
cuentas simplificadas de ahorro, una mayor supervisión y regulación de las empresas administradoras de 
crédito, poniéndolas al mismo nivel que los bancos en cuanto al envío, en muchos casos, de información y el 
acceso público a la central de riesgo crediticio del sistema financiero hacen que hoy tengamos un sistema 
financiero mucho más transparente y sólido. Sin embargo, creemos que algunos aspectos del proyecto 
vinculados con la regulación podrían mejorarse, para que la obligación de estar regulado por el Banco 
Central del Uruguay sea considerada como un valor agregado en este proyecto. 


SEÑOR COLOMINAS.- Creemos que el proyecto debería ampliar el espectro de la regulación, para 
que la regulación del Banco Central del Uruguay sea un diferencial con respecto a aquellas 
instituciones que, a pesar de formar parte del sistema financiero uruguayo, no son reguladas por el 
Banco Central del Uruguay. Por ejemplo, hoy el 27% del crédito de consumo en Uruguay es ofrecido 
por empresas que no están reguladas por el Banco Central del Uruguay. Nos parece que el proyecto de 
ley no contempla este aspecto. No vemos que la regulación del Banco Central del Uruguay esté 
contemplada dentro de un diferencial para integrar el sistema financiero y estar sujeto a la normativa, 
supervisión y contralor respecto de los cuales somos sujetos como entidad financiera. 


El artículo 2” establece que podrán emitir dinero electrónico las instituciones de intermediación financiera y 
las instituciones emisoras de dinero electrónico. Si bien se menciona específicamente a las instituciones de 
intermediación financiera como parte del sistema financiero regulado, se dejan de lado los otros actores del 
sistema financiero que están regulados y, evidentemente, cualquier actor regulado debería constituir una 
empresa, una institución emisora de dinero electrónico, a efectos de participar en esta operativa. 


El artículo 6”, a nuestro entender, contiene la misma dualidad, ya que establece la posibilidad de celebrar 
acuerdos con instituciones autorizadas a otorgar créditos con derecho legal al descuento de nómina. En ese 
sentido, nos gustaría que se considerara la posibilidad de agregar que la institución esté regulada por el Banco 
Central del Uruguay. Si bien hoy Microfinanzas del Uruguay y otro conjunto de instituciones de diferente 
naturaleza societaria y jurídica están reguladas por el Banco Central del Uruguay, quedamos excluidos de la 
posibilidad que tienen los bancos, al ser instituciones financieras y tener cuenta en el pago de nómina, de 
acreditar pago de sueldos, de la posibilidad de participar de este negocio de descontar de la nómina del 
trabajador e incluirlo financieramente a través del acceso al crédito. 


El artículo 28 establece que los trabajadores y pasivos que perciban una remuneración o prestación podrán 
acordar con la institución con la cual tienen acordada el pago de nómina, el otorgamiento de un crédito en 
nómina. Una vez más, insistimos con que se debería establecer "o una institución regulada por el Banco 
Central del Uruguay", de las cuales el Banco Central del Uruguay tiene toda nuestra información, nuestro 
patrimonio, nuestros informes mensuales de tasa, conoce a su personal superior, etcétera. En ese sentido, 
creemos que quizás no se esté valorando la importancia de que la institución esté regulada por el Banco 
Central del Uruguay, de la misma manera que lo están las instituciones de intermediación financiera. 


En el artículo 32 se establece: "Sustitúyase el artículo 3* de la Ley N” 17.829, de 18 de setiembre de 2004, en 
la redacción dada por el artículo 107 de la Ley N* 18.083, de 27 de diciembre de 2006, por el siguiente: 
'Artículo 3”.- Ninguna persona física podrá percibir por concepto de retribución salarial o pasividad una 
cantidad inferior al 30% (treinta por ciento) [...]. Dicho porcentaje se elevará, a partir del 1” de enero de 2015, 
a 40% (cuarenta por ciento) y, a partir del 1* de enero de 2016, a 50% (cincuenta por ciento)". 


Nosotros, si bien entendemos el espíritu del legislador en el sentido de proteger los salarios, creemos que esto 
no va a mermar las necesidades financieras y crediticias de los asalariados y la redacción, tal cual está, puede 
hacerlos migrar hacia instituciones financieras no supervisadas y endeudarse a tasas mayores de las que están 
previstas en el presente proyecto, donde se regula la tasa máxima de los créditos de nómina. Nos parece que 
de la manera en la cual está redactado el efecto podría ser adverso, en vez de lograr el deseado por el 
legislador. 


Respecto al artículo 74 quisiera hacer un comentario en cuanto a las transferencias entre instituciones. El 
proyecto de ley establece: "Facúltase al Poder Ejecutivo a regular los precios de las transferencias domésticas 
[...]". Hemos tenido la experiencia de la ley de usura, en 2007, en la cual se facultaba al Banco Central a 
establecer precios máximos a los efectos de la tasa interna de retorno y el cálculo de la usura. En concreto, se 
le facultó a establecer topes máximos en cuanto a comisiones de desembolso de créditos y a las primas de 
seguro de vida. Eso fue regulado por el Banco Central del Uruguay, que es quien conoce la operativa y el 
volumen de transacción en el mercado y, por ende, puede regular su precio. Una sugerencia de Microfin es 
que esa facultad vuelva a estar en el Banco Central del Uruguay como anteriormente lo ha estado en algunas 
otras disposiciones de crédito y en la regulación de precios y tarifas en la ley de usura. 


Estas son las consideraciones que queríamos hacer en cuanto a la regulación. 


SEÑOR MARTÍNEZ.- Con respecto al artículo 28 quisiera decir que el proyecto está muy enfocado a 
la bancarización. Quiero establecer una diferencia entre bancarización e inclusión financiera. El 
artículo 28 también se refiere a créditos de consumo. El literal b) establece: "que el valor de la cuota, o 
la suma de las cuotas en caso de más de un Crédito de Nómina, no supere el 20% de los haberes 
mensuales nominales [...], y nosotros proponemos agregar "si el crédito es de consumo". En un crédito 
hipotecario la cuota puede ser más del 20%, incluso por norma del Banco Central; hasta el 35% de la 
relación cuota ingreso puede ser bien calificado por un Banco. La idea es hacer una especificación, en 
el sentido de que si el crédito es para consumo la sumatoria de cuotas no supere el 20%; pero si el 
crédito de nómina que se quiere dar es para un crédito hipotecario, esa relación cuota ingreso llegue al 
35%. Ahí le damos un incentivo a los bancos -y no lo hablamos por algo personal porque no damos 
créditos hipotecarios- para que puedan aprovechar la instancia de crédito de nómina para dar un 
crédito hipotecario con menor riesgo. 


En cuanto al acceso a la información, está regulado en el artículo 76, "Envío de la información sobre 
cumplimientos e incumplimientos a entidades de informes comerciales". 


Como entidad que da créditos, para nosotros tener mayor acceso a la información crediticia es clave por la 
asimetría de la información. Cuanto más información crediticia tenemos, obviamente, reducimos los gastos 
de generación, el sistema financiero es más saludable y evitamos el sobreendeudamiento. 


Pero entendemos que el envío de información tiene que ser al Banco Central; tenemos la Central de Riesgos 
que es pública, que es gratuita, donde se puede verificar si un cliente cumple. No tengo por qué saber si está 
casado, su domicilio, su teléfono porque no me interesa como entidad financiera. Si queremos proteger el 
sobreendeudamiento, si queremos proteger los datos personales y queremos asegurarnos que no haya lucro 
con eso, tiene que estar en la órbita del Banco Central. Obligar a una institución comercial a entregar su 
información positiva por un incumplimiento negativo, puede provocar un efecto contraproducente. Si yo 
tengo doscientos mil clientes y cinco mil me incumplen, no voy a brindar la información negativa porque me 
van a obligar a dar la positiva, y no es gratuita; no informo nada. Entonces, si quiero sacar un clearing de 
informes de cualquiera de nosotros, pongo los apellidos y tengo la información; ahora, si quiero sacar una 
central de riesgos, necesito la cédula, y eso no es fácil. La idea del acceso al crédito y datos de información 
del crédito, es muy válida y buena para el mercado, pero debe estar en la órbita del Banco Central porque nos 
da garantías a todos. De lo contrario, este artículo tiene nombre y apellido. 


Con respecto al fomento de la inclusión financiera de las Mipymes que es nuestro ámbito de actuación, 
dentro del proyecto hay tres artículos que se enfocan en ellas: los artículos 25, 55 y 57. Creemos que, como 
política pública, si queremos fomentar la inclusión financiera podemos tener la oportunidad de dar algún 
pasito más. En el artículo 57, relativo a la exoneración del IVA sobre los intereses, como dice el economista 
Calloia, hay un desarbitraje entre un crédito que da un banco y el que otorga una empresa como República 
Microfinanzas, Microfin, etcétera, que tiene IVA sobre los intereses y el de un banco no. Entonces, acotarla 
solo a aquellos que están en los regímenes de monotributo y al Literal E), hasta es más costoso para nosotros. 
Si una empresa decide venir a nosotros porque somos más rápidos, porque la visitamos en su negocio, porque 
tenemos una forma diferencial de dar un crédito, pongamos las mismas reglas de juego. 


Creemos que hay que modificar el artículo 57 y donde establece: "Agrégase al Literal E, numeral 2 del 
artículo 19, Título 10 del texto Ordenado 1996, los siguientes incisos:", habría que concluir: "Quedan 
exonerados los intereses de préstamos otorgados a empresas formales", sin importar la dimensión económica. 
De esta forma sacamos esa arbitrariedad que existe hoy en el marco regulatorio. Al final se podría agregar 
que: "La exoneración regirá en tanto las operaciones de préstamo sean informadas a la Dirección General 
Impositiva y a la Central de Riesgos del Banco Central". 


Con respecto al fomento de la inclusión financiera, es una oportunidad para nosotros mostrar lo que es el 
mercado de microfinanzas en Uruguay y cómo podemos apoyarlo a través de esta iniciativa, y que realmente 
esta se transforme en una ley de fomento e inclusión financiera en términos amplios. 


La actividad de microfinanzas hoy en Uruguay no es sustentable, esa es la cruda realidad que nos toca vivir a 
nosotros que tenemos una misión social, que es la de contribuir al desarrollo e inclusión de las empresas y de 
las familias de bajos ingresos a través de un producto innovador. Obviamente, tenemos que ser sustentables. 
Es un tema de escala y de tiempo. Cuando analizamos los balances del Banco Central, publicados por las 


entidades financieras, vemos que todas las empresas que dan crédito al consumo son rentables y República 
Microfinanzas y nosotros damos pérdidas. Eso es por el tiempo, la escala y los costos operativos. Nuestra 
metodología es más onerosa. Necesitamos sí o sí un asesor de negocios para recoger esa realidad económica. 
Tuve la oportunidad de participar de un simposio en la Cámara de Diputados -del que participó también el 
señor Diputado Mujica- en el que se habló de esto: nuestra actividad es mucho más costosa, por lo que damos 
pérdida. 


El mercado de las microfinanzas en Uruguay, según datos del Programa de Microfinanzas, en marzo estaba 
en el entorno de los $ 800:000.000; hoy está en $ 1.000:000.000, es decir, unos US$ 50:000.000, con algo 
más de 25.000 clientes, con empresas como Microfin desde 2008 y República Microfinanzas desde 2010. 


Creemos que la actividad necesita un impulso estatal. ¿Qué queremos plantear? Que dentro de las 
disposiciones tributarias se establezca una exoneración de los aportes patronales y del Impuesto al Patrimonio 
por un período, para fomentar este tipo de instituciones. Hasta que no tengamos escala, necesitamos el apoyo 
del fomento estatal, como sea ha hecho en todos los países de América Latina. Si queremos fomentar la 
inclusión financiera, debemos tener en cuenta que los que van a Rivera, a Tacuarembó a Ombúes somos las 
instituciones de microfinanzas. Infinidad de veces el Gobierno nos ha invitado a un Fondo de Garantías a las 
ciudades de Artigas y de Rivera, y lamentablemente muchas veces hemos dicho que no porque es extender la 
no sustentabilidad; perdemos plata. Nosotros nos basamos mucho en un asesor de negocios, y por eso 
solicitamos específicamente la exoneración de aportes patronales. El sacrificio fiscal que estamos pidiendo es 
mínimo; estamos hablando de siete instituciones que aportan información al Programa de Microfinanzas o 
que tienen líneas de crédito con la CND. Obviamente, no queremos que un tercero venga y se avive con esta 
exoneración. La CND nos analiza, nos da líneas de créditos y sabe a qué clientes atendemos. Es algo que se 
puede incorporar para fomentar la inclusión financiera de modo que no solo sea bancarización. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Les agradecemos la visita y la información, y les solicitamos que, si tienen 
este informe por escrito, nos lo envíen a la brevedad. 


Muchas gracias. 
(Se retira de Sala la delegación de Microfin) 


(Ingresa a Sala una delegación de la Asociación de Administradores de Propiedades Inmuebles, Adapi) 


La Comisión de Hacienda tiene mucho gusto en recibir a una delegación de la Asociación de 
Administradores de Propiedades Inmuebles, Adapi, integrada por los señores Eduardo Baldovino y Alejandro 
Ramírez, Directivos, Diego Braglia, asociado, y Juan Andrés Flores, por ACSA. 


SEÑOR BALDOVINO.- Nuestra preocupación se basa, principalmente, en dos puntos. 


Uno de ellos es el artículo 37 el que, a nuestro entender, prácticamente termina con nuestro negocio, que es la 
administración de propiedades. Pensar una administración de propiedades sin el manejo de los fondos, o sea 
sin la cobranza de alquileres, es totalmente inviable. 


El otro punto que nos preocupa mucho es el cambio en el orden de prelación en los descuentos sobre los 
sueldos. Nos preocupa por los sistemas de garantías. Actualmente, los tres sistemas de garantía más usados 
son la Contaduría, ANDA y la garantía de créditos de nuestra asociación, "Confianza", que tiene un año de 
creada y sirve a más de mil familias. 


El problema que tenemos es que al modificar el monto que puede ir a descuento año a año, se cambian las 
reglas de juego de las garantías que ya fueron tomadas y de las garantías que se pudieran llegar a otorgar en 
el futuro, lo cual haría encarecer el costo de las garantías en la franja de alquileres más bajos, que son los que 
recurren a estos tres sistemas de garantías. 


De aprobarse, tal como está previsto, ese sistema por el cual el primer lugar en el orden de prelación lo van a 
tener los bancos -salvo que los bancos estén interesados en brindar el sistema de garantías-, creemos que los 


sistemas de garantías van a colapsar. Me refiero tanto a ANDA, a Confianza como al servicio de garantía de 
alquileres de la Contaduría. 


El otro punto que nos preocupa profundamente es, como ya mencioné, el artículo 37, en el que se prevé, 
mediante una cuenta que hay que identificar en el contrato de arrendamiento a nombre del propietario, que el 
inquilino pueda depositar en el banco en forma directa. De esta forma, los fondos quedarán fuera del manejo 
de la inmobiliaria, por lo que será totalmente inviable seguir administrando, ya que no dispondremos de 
fondos para pagar los arreglos de las fincas, los impuestos, la contribución, el Impuesto de Primaria, los 
gastos comunes, y la cantidad de insumos que paga el administrador, quien también discrimina lo que le 
corresponde al inquilino y al propietario. 


SEÑOR SÁNCHEZ.- Pido disculpas por la interrupción, pero no logré comprender lo que dijo sobre 
las retenciones, que figuran en el artículo 30 del proyecto. Por lo tanto, me gustaría que el señor 
Baldovino profundizara o ampliara los conceptos vertidos. 


En el artículo 30 de este proyecto, se sustituye el artículo 1 de la Ley N* 17.829 por el siguiente: "En las 
retenciones sobre retribuciones salariales y pasividades tendrán prioridad las dispuestas por Juez competente 
destinadas a servir pensiones alimenticias, y luego, por su orden, las siguientes:". En realidad, no logro ver la 
modificación, porque lo que dice la ley vigente es: "a) retenciones por concepto de servicio de garantía de 
alquileres provisto por la Contaduría General de la Nación, por las compañías de seguros autorizadas a 
funcionar por el Banco Central del Uruguay o por cualquier otra entidad habilitada al efecto;" 


Como dije, no logro comprender lo que plantea el señor Baldovino, porque las modificaciones están 
centradas en el literal g), que refiere a la creación de crédito de nómina, lo cual ingresará mucho después de 
la retención. Quizás, el señor Baldovino se esté refiriendo al incremento del mínimo intangible, atendiendo a 
que el trabajador tendrá solo el 50% de su salario para garantizar sus créditos o su garantía y que la mayoría 
de las personas que alquilan perciben bajos ingresos, aunque no todos. Sin duda, el incremento del mínimo 
intangible, del 30% al 50%, puede ocasionar dificultades para garantizar el alquiler con un salario, pero no el 
orden de prelación; por eso me confundí. 


Vuelvo a pedir disculpas por la interrupción, pero quería hacer esta consulta antes de que el señor Baldovino 
avanzara en su exposición. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Yo hago la misma interpretación que el señor Diputado Sánchez. Creo que se 
está haciendo referencia al artículo 32. 


SEÑOR ASTI.- Ustedes hicieron referencia al privilegio de los bancos, y quiero decir que esa es una 
idea que nosotros, cada vez que se presenta, tratamos de aclarar. En realidad, los bancos no tienen 
privilegios, sino los créditos de nómina, que pueden ser otorgados por los bancos y los emisores de 
dinero electrónico, si acuerdan con las cooperativas o ANDA. 


Por lo tanto, decir que los Bancos son los que darán créditos de nómina es un error conceptual, y queríamos 
aclararlo. 


SEÑOR FLORES.- Es correcto lo que manifestó el señor Diputado Sánchez, pero el problema que 
vemos es que se presentará alguna complicación en el sector de ingresos medios y bajos debido a la 
suba del porcentaje del mínimo intangible. En realidad, en Adapi nos manejamos mayormente con 
montos de aproximadamente $ 10.000. 


SEÑOR BALDOVINO.- Bienvenida la aclaración, ya que nosotros teníamos dudas con respecto a la 
prelación del crédito sobre la nómina. 


Pero voy a volver a referirme al artículo 37, ya que constituye el principal motivo de nuestra presencia en la 
Comisión. 


Nosotros realizamos un recorrido por el Ministerio de Economía y Finanzas, en donde se nos dijo que la 
Dirección General Impositiva había redactado el artículo 37. Entonces, cuando concurrimos a dicha 


Dirección, sus técnicos nos manifestaron que la razón por la que se quiere sacar de las administradoras la 
cobranza de los alquileres es la evasión del IRPF, la cual en nuestras empresas no existe; nosotros somos 
agentes de retención desde el primer día de la reforma tributaria, y somos fieles cumplidores de nuestra 
misión. 


Por supuesto, entendemos que fuera de nuestra Asociación puede existir evasión, pero eso es producto de la 
falta de legislación, ya que no contamos con ninguna que defina qué es un administrador de propiedades y 
una inmobiliaria. Además, falta una ley que dote de garantías a los usuarios de nuestros servicios. 


Asimismo, concurrimos al Banco Central para solicitar nuestra inclusión en esta iniciativa; en esa ocasión 
ofrecimos garantías y una responsabilidad patrimonial para ser controlados por el Banco y así poder seguir 
cumpliendo con nuestro trabajo, pero se nos dijo que esa no era su misión, ya que las inmobiliarias no 
realizamos una actividad financiera, sino comercial. Inclusive, se nos dijo que realizar la cobranza de 
alquileres y liquidar el IRPF es una actividad comercial que estaría vedada para los bancos por la normativa 
vigente. 


En realidad, el único argumento que nos expuso la DGI para incluir este artículo es que prefiere controlar a 
los seis o nueve bancos que terminarán haciendo este trabajo, que a cientos de inmobiliarias. También nos 
dijo que debe tener en cuenta la relación costo beneficio, ya que hay una gran cantidad de inmobiliarias 
chicas que no puede controlar debido a que le sería muy oneroso invertir en un inspector, considerando que el 
beneficio que podría obtener en caso de encontrar alguna defraudación no compensaría su trabajo. 


Nosotros no entendemos ese razonamiento y creemos que no es justo para los contribuyentes que estamos al 
día y cumplimos con nuestras obligaciones. Consideramos que no es bueno que se produzcan excepciones de 
acuerdo al tamaño del establecimiento -chico o grande-, ya que consideramos que todos deben ser 
inspeccionados de la misma forma. No puede ser que ese sea el criterio que prime para incluir en una ley. Si 
bien compartimos su principio de que los servicios bancarios lleguen a todo el mundo y de que los servicios 
financieros bajen las tasas de interés -los abusos y demás los conocemos bien de cerca, por el tipo de cliente 
que tenemos-, no puede ser que por un problema funcional de la DGI se incluya un artículo que no tiene nada 
que ver con esta ley. 


SEÑOR FLORES.- La actividad del administrador permite un manejo, un control y hasta un mejor 
funcionamiento del mercado de alquileres a efectos de evitar los pagos parciales o pagos menores del 
alquiler que influiría en los plazos ante un eventual desalojo. Si se concreta esto de que la cuenta tiene 
que estar a nombre del arrendador y de que -no lo especifica, pero fue lo que nos manifestaron en la 
DGI en la reglamentación se establecería que este es el propietario final del inmueble, permitiría al 
inquilino -obteniendo el nombre del propietario y el número de cuenta- depositar pagos parciales a 
cuenta del alquiler que dilatarían todo el proceso de desalojo o procesos judiciales que se tuvieran que 
hacer. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creo que ha sido muy clara la exposición de Adapi. En todo caso, si tienen 
por escrito todo lo planteado, nos lo pueden hacer llegar a través de la Secretaría. Es un insumo 
importante para que la Comisión pueda trabajar adecuadamente en un proyecto de esta magnitud 


Muchas gracias y, seguramente, vamos a seguir en contacto. 
(Se retira de Sala la delegación de la Asociación de Administradores de Propiedades Inmuebles, Adapi) 


(Ingresa a Sala una delegación de Maldonado Cooperativo, de la Federación Uruguaya de 
Cooperativas de Consumo y de la Cooperativa Magisterial) 


La Comisión de Hacienda tiene el agrado de recibir a una delegación de Maldonado Cooperativo 
integrada por el técnico en administración Juan Moyano, Presidente del Consejo Directivo, y la doctora 
Mariela Clavijo, asesora jurídica; una delegación de la Federación Uruguaya de Cooperativas de Consumo, 
FUCC, integrada por el Capitán de Navío (R) Juan José Zorrilla, Presidente, el señor Ruben Martínez, 
Tesorero y el doctor Gerardo Montes, asesor jurídico, y una delegación de la Cooperativa Magisterial 


integrada por el señor Juan Fornaro, Tesorero, contador Guillermo García da Rosa, Gerente y doctor Marcelo 
Amorín, asesor jurídico. 


Estamos casi culminando el trabajo de la recepción de invitados que mucho han aportado para el estudio y la 
labor que esta Comisión ha encarado sobre este tema. 


Recuerdo que algunos de los que nos acompañan hoy ya estuvieron en una o en dos oportunidades. Hemos 
recibido documentos de la Federación Uruguaya de Cooperativas de Consumo, de la Asociación de 
Funcionarios de Cooperativas de Consumo y de la Confederación, o sea de la Cudecoop. Es decir que, 
básicamente, los planteos ya han sido suficientemente abundantes. Independientemente de eso nos parecía de 
orden no dejar afuera a ninguna delegación que quisiera participar de la Comisión y, por lo tanto, es un placer 
que estén aquí. 


SEÑOR MOYANO.- Agradecemos por dar la posibilidad a una organización del interior del país de 
exponer sus inquietudes. 


Tengan en cuenta que hasta el momento cumplimos una función honoraria. Nuestro trabajo es otra cosa; esto 
lo hacemos con pasión y con amor pero, a veces, para poder estar presentes en estas instancias tenemos que 
coordinar con nuestros empleadores y no es tan fácil, aunque estemos cerca de Montevideo. 


El martes 3 de diciembre, en la Comisión Especial para el Estudio del Cooperativismo hicimos un 
planteamiento sobre cuatro situaciones, por lo tanto, no lo vamos a hacer hoy. Además, esa Comisión, a 
instancias del señor Diputado Posada, iba a enviar a esta Comisión lo que nosotros planteamos. 


Maldonado Cooperativo es el resultado de la confianza. ¿Por qué digo esto? Porque la palabra confianza es 
clave en un proceso de integración. La mayoría de la Directiva de las cooperativas integrantes de Maldonado 
Cooperativo -que son Cacfimm, Cofuema, Cacsol, Cayce y Cacepa y la Unión de Comerciantes de 
Maldonado, que es una asociación civil- comprendió la necesidad de pasar un negocio del siglo XIX a un 
negocio del siglo XX. 


En defensa de los cambios que se nos fueron imponiendo a las cooperativas de ahorro y crédito -algunos 
fueron negativos y, otros, fueron positivos-, junto con la unión de Maldonado Cooperativo resolvimos en 
parte el problema de escala y, por otro lado, desarrollamos instrumentos de valor electrónico; por lo tanto 
estamos ante una oportunidad. Como teníamos presente los cambios que se venían anunciando, nos 
preparamos para la inclusión financiera. Pero aparecieron una serie de dificultades para instituciones que son, 
fundamentalmente, agentes de cambio social y cultural. ¿Por qué digo esto? Pongo un ejemplo. La 
cooperativa Cacfimm, socia de Maldonado Cooperativo, tiene un sistema de becas de estudio; atiende 
aproximadamente a quinientas personas y vuelca para ese fin unos $ 4:000.000 al año. Creemos que ese es un 
fin social y cultural muy importante. 


Por otro lado, junto a Cudecoop hemos sido promotores de la formación de la Mesa Intercooperativa de 
Maldonado. 


También estamos impulsando un censo cooperativo en el departamento. Les vamos a dejar material de esto 
así como del reglamento de las becas de estudio que mencioné. 


A partir de 2004, las cooperativas de ahorro y crédito han debido ingeniárselas para ir sorteando una cantidad 
de obstáculos que se les ha puesto: IVA a todos los créditos; ajuste retroactivo por inflación; reforma 
tributaria; inclusión en la Caja Bancaria; prestación coactiva. Es decir que existen nuevos controles y 
exigencias. No los eludimos ni les tenemos miedo; por el contrario, nos hacen ser más eficientes. Pero la 
realidad es que implican un costo mucho mayor. 


Hemos tratado de resolver estos impactos; inclusive, alguno viene de la crisis del año 2002, en la que 
atendimos a los trabajadores como nadie lo hizo. 


Es decir que estamos en un camino de eficiencia, de pasar de una gestión parroquial a una gestión 
profesional. El resultado de eso es que dos de nuestras instituciones a partir de 2012 comenzaron a distribuir 
excedentes. 


Anunciábamos en el lanzamiento de Maldonado Cooperativo, hace más de dos años. que dejaríamos de 
quejarnos. Nos fuimos preparando y desarrollamos, como ya dije, dos instrumentos electrónicos: la billetera 
electrónica y la tarjeta prepaga. Pero con algunos de los instrumentos que se incluyen en este proyecto de ley, 
para que esta oportunidad pueda ser transformada en una realidad precisamos algunos cambios. 


A tal punto nos fuimos preparando, que el martes 3 de diciembre, una hora y media después de haber estado 
en la Comisión, firmamos en Inacoop un convenio de apoyo para nuestro proyecto de medios de pago. Ya 
tenemos el 45% de lo otorgado en nuestra cuenta de ahorro. 


Nuestra intención es avanzar. Por esta Comisión han pasado una cantidad de actores que han hecho sus 
exposiciones. Nos vamos a referir, especificamente, a lo sucedido en la reunión del 27 de noviembre porque, 
a nuestro entender, se plantearon una cantidad de elementos importantísimos. 


Voy a leer algunos párrafos de las intervenciones realizadas, que son muy interesantes. 
El señor Diputado Asti decía: "[...] ver cómo fortalecer la inserción de la economía social [...]". 


Por su parte, el señor Representante Gandini manifestaba: "Tengo la sensación de que este proyecto de ley 
tiene un riesgo de puesta en práctica". 


La señora Guichón señalaba: "Los cambios serían crear una nueva organización cooperativa para ser emisora 
de esos valores electrónicos, con todo lo que eso conlleva [...]". Y agregaba: "Algunos socios están 
fidelizados pero hay otros que si les conviene otra cosa, irán hacia ese lugar." 


Asimismo, el señor Lamenza expresaba: "Es decir que no llevaría menos de un año y medio o dos, pero en 
condicional, porque no sabemos qué requisitos se pedirían y demás". 


El señor Montes decía: "Pero la casuística concreta determina que usted no tiene posicionamiento de mercado 
suficiente para cambiar y convencer al socio que su cooperativa ahora va a hacer otra prestación de servicios 
que no está habituada. Y hay capacidades de conocimiento que están instaladas en las organizaciones del 
propio sector financiero". 


El señor Diputado Posada expresó: "En cualquier caso, parece necesario que haya igualdad en el punto de 
partida; este es un hecho medular en cuanto a las cooperativas de ahorro y crédito.- Comparto 
sustancialmente la intervención del doctor Montes en el sentido de que el acto cooperativo, por su naturaleza, 
debe tener una equiparación con el uso de la tarjeta de crédito y de débito". Más adelante agregó: "Y me 
parece que ese es uno de los temas que debe ser abordado en el proyecto de ley, porque el punto de partida no 
es igual para todos, por ejemplo, desde el punto de vista de los costos". 


Antes, ese mismo día, el señor Bergara había expresado: "El proceso hacia la autorización del emisor de 
dinero electrónico, sea cual sea la naturaleza jurídica y la propiedad de las instituciones, no debe ser algo que 
implique una estructura regulatoria normativa demasiado pesada, sino que se trata de brindar las garantías 
básicas". Decía, además: " [...] hay márgenes para la discusión y para el perfeccionamiento [...]". 


Nuestra respuesta es que no estamos en igualdad de condiciones en el punto de partida. Hay un problema de 
estructura. Maldonado Cooperativo ya está formalizada y tiene todos sus certificados al día. Si quieren, les 
podemos dejar el Certificado de Regularidad de la Auditoría Interna de la Nación, que recibimos en 
noviembre. Somos una organización del interior que demoró casi cuatro años en formarse y un año más en 
tener todos los certificados. Vean ustedes si el tiempo es prudencial para poder acceder al negocio; a veces, 
cuando podemos acceder a él, ya pasó hace rato. 


También hay un problema de escala y de costos. Si bien se establece la interoperabilidad de las diferentes 
redes de cajeros automáticos y de POS, debe determinarse que para los actos cooperativos su utilización no 
tenga costo, al igual que para las transferencias electrónicas que sean actos cooperativos. Voy a poner un 
ejemplo. Las cooperativas de ahorro y crédito de Maldonado ya no otorgan créditos en dólares -queda alguno 
del pasado-; prestan en pesos o en unidades indexadas. Tenemos cuenta en dólares porque siempre se debe 
hacer algún pago. Pero tuvimos que cerrar la que teníamos en el Banco de la República por una razón de 
costos: es muchísimo más barato tener una cuenta en dólares en un banco privado que en el Banco de la 
República. Algunas de nuestras instituciones realizan transferencias bancarias -pago a proveedores, créditos 


que son depositados en cajas de ahorro de nuestros socios en el Banco República-, y eso tiene un costo. 
Cuando los valores son importantes, tratamos de no realizar esos movimientos a través de la transferencia 
electrónica porque es mucho más caro que emitir un cheque. Por lo tanto, si queremos trabajar en los valores 
electrónicos, algún apoyo tiene que haber. Nosotros podemos poner pasión y utilizar la eficiencia profesional 
de nuestra gente, pero alguna ayuda tiene que haber. El Gobierno debe poder incidir en la política del Banco 
de la República con respecto a las cooperativas de ahorro y crédito. Según versiones de prensa, el economista 
Calloia hace unos días dijo que si el Banco pasaba las 200.000 cuentas, la institución no podría, con sus 
sistemas informáticos, cumplir esa tarea. Por lo tanto, podríamos ser un socio estratégico del Banco de la 
República en este proceso de inclusión financiera, pero deberían darnos algunas herramientas, por ejemplo, 
acceso sin costo a la Redbrou, los cajeros automáticos. Hay un problema de costos. Las cooperativas de 
ahorro y crédito, si bien no tienen fines de lucro, para cumplir esa función de agente de cambio social, tienen 
que generar recursos. No pretendemos ganar plata, sino brindar servicios a los socios. Para lograrlo a través 
de los instrumentos electrónicos o de valor electrónico, precisamos que se aplique el artículo 2” de la Ley_N* 
18.407, que refiere a la promoción y desarrollo de las cooperativas en todas sus modalidades. 


También nos preguntamos: si todo es sin costo, sin cargo, ¿el servicio tendrá la misma eficiencia? ¿No 
tendremos problemas de conexión? Con la billetera electrónica probablemente no, pero con los cajeros 
automáticos y la red POS tendremos muchas dificultades. 


Si esto no fuera posible con el Banco de la República, ¿qué nos queda? Los bancos privados y algunas otras 
instituciones, que en todo este proceso se han mantenido muy calladitas, lo que llama poderosamente la 
atención. En estos días se publicó en la prensa que las donaciones en efectivo son parte del menú del negocio, 
y hay una competencia feroz entre bancos por el servicio de pago de sueldos; también se hacía a los 
beneficios que se daba a los funcionarios de la Facultad de Ciencias Económicas y de la DGI que cobraran a 
través de un banco privado. El Presidente del Banco de la República manifestó que la institución no podía 
hacer donaciones. El artículo agrega que como opcional se les otorga a estos funcionarios tarjetas de crédito, 
que son sin costo el primer año, y el segundo año tienen un costo del 50%. 


Yo, por ejemplo, no gano un sueldo alto, y lo cobro a través del Banco de la República; además de la caja de 
ahorros, el banco nos dio una tarjeta de crédito. Si sumamos el crédito que tenemos del Banco de la 
República y una tarjeta de crédito Visa de la institución, se pasan ampliamente los topes que se indican en 
este proyecto de ley. La tarjeta de crédito está llamada a ser un instrumento para evadir todos los topes que se 
están estableciendo en este proyecto. 


También existe un problema de conocimiento del negocio para ser emisores de dinero electrónico, como así 
también de fidelización, ya que puede ser que tengamos a nuestros socios fidelizados con el crédito, pero no 
con el cobro de los salarios, de las pasividades u otras prestaciones. 


Por lo tanto, concretamente, proponemos que en el segundo inciso del artículo 4”, que dice: "Para el 
otorgamiento de la autorización para operar como institución emisora de dinero electrónico, el Banco Central 
del Uruguay tendrá en cuenta razones de legalidad, de oportunidad y de conveniencia", se agregue lo 
siguiente: "a excepción de las cooperativas de ahorro y crédito de capitalización reguladas en la Ley N* 
18.407, que podrán operar en forma inmediata de contar con los certificados de regularidad de la Auditoría 
Interna de la Nación y de estar al día con los diferentes organismos públicos". 


Además, para que las cooperativas se puedan transformar realmente en un emisor de dinero electrónico -ya 
dije que lo tenemos desarrollado y no nos falta tanto para terminar; ahora con el apoyo de Inacoop lo vamos a 
lograr-, precisamos otros cambios, por ejemplo, en el artículo 30, que refiere a la prioridad en las retenciones 
sobre retribuciones salariales y pasividades. Supongamos que hoy tengamos ingresos por $ 3:000.000 
mensuales y gastos por $ 2:500.000; por retención cobraremos $ 1:500.000, y el resto lo tendremos que 
cobrar por caja, pero no lo cobraremos todo; tenemos experiencia de retenciones por sentencias del Tribunal 
de lo Contencioso Administrativo y sabemos qué pasa cuando se supera el 30% del salario. Es decir, hay 
gente que no va a pagar en ventanilla. Por lo tanto, si tenemos $ 3:000.000 de ingresos, $ 2:500.000 de 
gastos, cobramos $ 1:500.000 y por caja tenemos la posibilidad de cobrar $ 500.000, no cubriremos los 
gastos. Seguramente, las cooperativas que tienen más espalda el primer mes no tendrán problemas, pero las 
que tienen menos espalda quizás no sobrevivan el primer mes. Si esta situación dura varios meses, aun 
aquellas cooperativas sólidas económica y financieramente quebrarán por falta de liquidez. 


Entonces, proponemos las siguientes modificaciones al proyecto presentado. En primer lugar, sustituir el 
literal £) del artículo 1 de la Ley_N* 17.829, que se modifica por el artículo 30 de este proyecto, por el 
siguiente: "retenciones dispuestas por las instituciones a que refiere el artículo 2* de la presente ley". 


En segundo término, proponemos que al final del artículo 2* de la Ley N* 17.829, que se modifica por el 
artículo 31 del proyecto, se agregue: "No se considerarán a estos efectos los fondos patrimoniales especiales 
preceptuados en los artículos 52 numeral 2 y 75 de la Ley N” 18.407, como también las fuentes de 
financiamiento establecidas en el artículo 75 de la mencionada ley". 


En tercer lugar, proponemos que al final del artículo 3” de la Ley N* 17.829, que se modifica por el artículo 
32 del proyecto, "Mínimo intangible", se agregue: "con excepción de las retenciones ordenadas por las 
cooperativas reguladas por la Ley N* 18.407, cuyo importe no se considerará a estos efectos". 


En cuarto término, planteamos agregar al final del artículo 87 del Título 10 del Texto Ordenado 1996, que se 
modifica por el artículo 51 de este proyecto: "tales como las transacciones realizadas por socios de las 
cooperativas reguladas por la Ley N” 18.407, de acuerdo a lo que establezca la reglamentación". 


En quinto lugar, proponemos que se elimine el artículo 73. 


Finalmente, planteamos agregar al final del artículo 75: "con la excepción de transacciones realizadas por las 
cooperativas reguladas por la Ley N* 18.407 que serán sin cargo". 


En resumen, entendemos que la forma de destrabar el impacto de ciertos instrumentos que se definen en el 
proyecto es comenzar a priorizar el acto cooperativo y tener presente que varias de las herramientas que se 
pretendió ofrecer al movimiento cooperativo, en la práctica son muy difíciles de implementar, cuando no 
imposible. 


Agradecemos nuevamente a la Comisión por permitir que una institución del interior, que es agente de 
cambio social y cultural, pueda expresar sus inquietudes. 


SEÑOR ZORRILLA.- Las cooperativas de consumo hace más de cien años que están presentes en este 
país y, como lo ha reconocido el propio Gobierno en más de una oportunidad, son una herramienta 
social y cultural muy importante, ya que forman parte de la cultura de este país. Parece que en este 
proyecto de ley se hubieran olvidado de muchísimos aspectos fundamentales, no solo de esta práctica 
de cooperativismo, sino también de las cooperativas de consumo. Hay aspectos fundamentales -el 
orden de prelación, el porcentaje total de descuentos, etcétera- que ponen en tela de juicio la viabilidad 
del cooperativismo del consumo. 


Esta es una introducción general para que tengan idea de la gravedad de este problema. 


SEÑOR MONTES.- Por supuesto que compartimos la filosofía del proyecto de ley. El fenómeno 
cooperativo de consumo surge como una manifestación legítima de los procesos de inclusión social. 
Aquellas personas que se encuentran en la base de la pirámide encontraron a través del sistema 
cooperativo la posibilidad de acceder a bienes y servicios a partir de un proceso de asociación, de 
capacidad de autogestión y de organizaciones democráticamente gobernadas por sus propios socios. 


Este proyecto define algunos instrumentos que afectan la posibilidad y viabilidad de desarrollo del sistema 
cooperativo. En ese aspecto tenemos que resaltar que las operaciones de los socios de las cooperativas deben 
tener el mismo tratamiento tributario que las operaciones con tarjetas de crédito y de débito, tal como había 
quedado reflejado cuando se hizo el proyecto de ajustes al sistema tributario. 


Como fue planteado por los representantes de Maldonado Cooperativo, sería conveniente ampliar el concepto 
y hablar del acto cooperativo en términos generales, en la medida en que este sea un instrumento de inclusión 
y de fortalecimiento de las instituciones cooperativas. La cuota social no puede estar en la base de cálculo de 
los intereses ni de la tasa implícita; es conveniente continuar regulándola por la Ley de Usura. Entendemos 
que las cuotas sociales permiten políticas de desarrollo social importantes como las becas universitarias, 
además de los servicios sociales tradicionales como el servicio fúnebre, es decir, aspectos que otras 
organizaciones no atienden. 


Otro aspecto esencial es la prioridad en la retención. La ley de retención es un bien que debe ser preservado 
como parte de una política de Estado. Cuando las organizaciones públicas colapsan o el sector privado 
especula, es conveniente que la economía social y solidaria tenga herramientas de autofinanciamiento directo 
a partir de los descuentos que se puedan realizar con la retención directa de los ingresos de los propios 
trabajadores. 


Respecto a que si se aumenta el mínimo no imponible, ese aumento no puede afectar las transacciones o los 
actos cooperativos. ¿Por qué? Porque es claro que en el sistema financiero comienza una pelea entre bancos 
por pagar el salario, lo que va a estar asociado a la tarjeta de crédito internacional que van a dar los propios 
bancos. Esa es una sustitución de la política de inclusión a través del sistema de retención. Por lo tanto, 
asumiendo el peso económico que tiene el sistema cooperativo en el movimiento social, pero 
fundamentalmente, el peso social que tienen estas organizaciones, ese aumento no debería ser oponible a los 
actos cooperativos celebrados entre los socios con sus organizaciones cooperativas. 


SEÑOR AMORÍN.- Me pidieron que me refiriera a la Ley de Inclusión Financiera. Cuando redacté el 
documento que presentó el movimiento cooperativo de consumo, fue prohijado por las restantes 
cooperativas integrantes de la Federación y por los sindicatos de trabajadores. 


Pensé esto desde un marco abstracto, que es como creo que deben abordarse estos fenómenos, y no a partir 
del caso concreto. 


Quiero referirme a lo que no debe estar regulado por esta ley, por cuanto se trata de un fenómeno 
radicalmente distinto. Nosotros propusimos separar a las cooperativas de consumo de lo que se está 
regulando, y ese abordaje fue secundado por el movimiento cooperativo de consumo. ¿Por qué? Porque las 
cooperativas de consumo están ubicadas en otro segmento del hacer de los consumidores que van a utilizar su 
tarjeta de débito, habiendo preservado su salario; es un segmento asimilable al del consumidor que opta por 
operar con una tarjeta de crédito. 


Hoy en día las empresas procuran lograr un contacto con sus clientes. Las cooperativas de consumo tienen 
una característica que las distancia del fenómeno crediticio. Lo esencial en el dinero es la fungibilidad, la 
sustitución por otro tanto de la misma especie y calidad. Si algo tienen las cooperativas de consumo es que 
son una estructura infungible, por el sentido de pertenencia que tienen los más de cien mil cooperativistas 
hacia sus cooperativas, que optan por esa forma de satisfacer sus necesidades domésticas: se relacionan de un 
modo personal con la cooperativa. 


Además, estas cooperativas mantienen la misma estructura funcional a lo largo de los años; son de las pocas 
instituciones en las cuales uno puede desarrollar toda la carrera funcional hasta jubilarse. Son organizaciones 
controladas democráticamente por los socios, surgidas de la iniciativa espontánea del pueblo, y apegadas al 
modelo original de cooperativismo, cuya autenticidad se basa en la estructura normativa y en el objeto social 
que resulta, a todas luces incuestionable. 


¿Serán susceptibles de mejorar la gestión? Sí, lo son. Son susceptibles de mejorar porque, tal como se refleja 
en la Ley de Sistema Cooperativo, los dirigentes y socios deben capacitarse. En ese marco, se está 
desarrollando una capacitación que ha sido impulsada por la propia Confederación Uruguaya de Entidades 
Cooperativas. 


Ubicadas en ese contexto, las cooperativas de consumo no celebran operaciones por las cuales la ventaja o 
provecho de unos implica, necesariamente, la desventaja de otros. Celebran actos cooperativos, definidos en 
la Ley N* 18.407, y en las cooperativas de consumo se da con la mayor pureza la ayuda mutua a través de los 
socios para satisfacer sus necesidades. 


Este tipo de entidades puede ser vista como una rémora decimonónica; hay quienes las han pretendido 
descalificar desde esa perspectiva. Sin embargo, son una herramienta que se ha mantenido enhiesta en el 
Uruguay desde principios del siglo XX. Han sido pioneras en esta finalidad que se pretende. Se trata de 
regular otros segmentos, pero las cooperativas de consumo debieron ser un exclave en esta ley y hacia eso 
apuntamos cuando sugerimos respetuosamente a nuestros representantes la política que entendíamos se debía 
seguir. En las cooperativas de consumo las operaciones son formales desde su fundación. Ninguna operación 
dejó de pasar por la debida documentación tributaria. Es más: fueron pioneras en el no manejo de dinero. 


Quiero referirme a un aspecto que ha estado subyacente o sobrevolando en este debate, pero no se ha 
explicitado. La incedibilidad del salario es un paradigma no contemporáneo que surge de lo establecido en el 
artículo 1766 del Código Civil, que establece que los salarios son incedibles antes de estar vencidos. Luego 
de vencidos, solo autoriza a ceder la tercera parte. 


El Estado uruguayo, a lo largo del siglo XX, ha considerado específicamente a ciertas entidades y ha dictado 
leyes -este es el caso de las cooperativas de consumo- que, especialmente a cada una o a alguna de ellas, ha 
confiado la posibilidad de que sus socios le paguen cediendo el salario en función de esas características que 
las cooperativas de consumo ostentan. 


Posteriormente, a principios de la década del setenta, el criterio del legislador varió y estableció una ley a 
través de la cual cualquier cooperativa de ahorro y crédito, si encajaba dentro de la descripción de la ley, 
podía efectuar las retenciones. Esto es lo que ha pasado en el segmento ahorro y crédito, sobre el que no me 
voy a referir por cuanto ha sido la Cooperativa Magisterial la que me ha convocado a eta Sala para considerar 
este tema. 


Habiendo sido pioneras en la inclusión financiera, no nos parece de recibo que se les brinde un tratamiento 
distinto al que se brinda a las operaciones con tarjeta de débito. El socio de la cooperativa va a hacer 
exactamente lo mismo que el trabajador que tiene su salario vencido y usa su tarjeta de crédito; exactamente 
lo mismo, solo que lo hará en una entidad de propiedad colectiva que integra. 


Por otro lado, en cuanto al orden de prioridad en las retenciones, no encontramos fundamentos para variar en 
este sentido. La discusión en torno al orden de prioridad de retenciones que inserta la ley podrá darse 
respecto de aquellas entidades -y aquí hay temas semióticos en cuanto a cómo se ha referido a estas 
entidades: buró de crédito, cooperativas de ahorro y crédito, escritorio de crédito- que tienen como finalidad 
entregar ese bien esencialmente fungible, que solo reporta utilidad cuando se gasta. 


Las cooperativas de consumo transitan por otro carril. Cuando el socio está en la cooperativa, se encuentra en 
una etapa posterior: no está obteniendo el dinero para consumir, sino que está consumiendo. En ese sentido, 
nos parece que se debe priorizar el consumo a través de estas entidades con relación al consumo que se va a 
desarrollar con la tarjeta de débito o de crédito, aunque ellas recibirán ese tipo de instrumento de pago. 
Reitero: se trata de entidades pioneras en el no manejo de dinero y en la transparencia en cuanto a la gestión 
y a la debida documentación de todas las operaciones realizadas desde hace más de setenta años. 


En la misma dirección, esas entidades emulan y se ciñen al modelo de la cooperativa Rochdale, primera 
cooperativa de consumo, modelo que funciona en el resto del mundo. Basta con ir a España para ver cómo 
funciona la cooperativa de consumo Eroski, modelo que no se encuentra superado y que hoy tiene 
adherentes. 


Esas entidades, para poder operar en sus grandes edificios donde tienen colocada la mercadería, necesitan de 
aportes de los socios. Estos aportes no buscan parapetar ninguna suma que se trate de percibir en beneficio de 
aquel que realizó la operación, sino que son insumos necesarios para el sostenimiento del propio modelo. 


Los fondos especiales en las cooperativas, patrimoniales y no patrimoniales, refieren a lo siguiente. Los 
patrimonios refieren a mantener el edificio y los no patrimoniales al financiamiento de servicios sociales, que 
no constituyen una actividad lateral de la cooperativa, sino que son su propio objeto. Por ejemplo, el servicio 
de préstamos de textos. 


La cooperativa que me ha convocado a esta Sala cuenta con 6.000 usuarios que obtienen los textos escolares 
y liceales para sus hijos a través de esos actos cooperativos, aportando a un fondo especial, solidario, que 
sustenta ese servicio. En consecuencia, ese tipo de fondo no puede ser tenido en cuenta a los efectos de 
cálculo de interés. 


Tampoco tienen esa forma de operar -y por eso digo que las cooperativas de consumo están extramuros de 
este debate y deben ser dejadas de lado, y en función de ello pedimos las modificaciones a la ley- consistente 
en una única operación en la cual el cooperativista va a retirar dinero de la cooperativa, sino que la relación 
de fidelización y de pertenencia se verifica cotidianamente en la cooperativa de consumo cuando el 
cooperativista va a realizar actos cooperativos de adquisición en su supermercado, en su servicio 
odontológico o retirando un texto. Por lo tanto, a los efectos de establecer el orden de prioridad en las 


retenciones, mal se puede considerar la antigúedad de la operación, es decir, considerar el día en que fue al 
supermercado o al servicio odontológico. 


Reitero: pretendemos retirar del ámbito de aplicación a las cooperativas de consumo y ubicarlas en el orden 
de prioridad en las retenciones que ostentan. El orden de prioridad hoy surge de la antigiledad con la que 
cuentan en la respectiva oportunidad en la que hicieron valer su derecho ante la Tesorería, hace más de 
cincuenta o sesenta años. Entendemos que deben mantener ese orden de prioridad porque están ubicados en 
otro segmento que no es el de prestar dinero. Eso no implica que nos estemos expidiendo en un sentido o en 
otro sobre el tema que se está debatiendo. Solamente queremos retirar del ámbito de aplicación a un 
segmento de la economía que nada tiene que ver con la temática. 


Finalmente, se busca proteger al vulnerable, estableciendo un monto intangible superior a su salario. Se busca 
evitar la compulsión al gasto y a la obtención de dinero a través de esa finalidad. El cooperativista de 
consumo, cuando va a la cooperativa, no está sujeto a una situación que le impida manejar adecuadamente su 
señorío volitivo. Va porque le gusta consumir en la cooperativa, porque se siente cómodo, ya que alternativas 
de crédito, hoy, en Uruguay, tiene incontables e innumerables. 


En consecuencia, esa protección del 50% no debe considerarse a los efectos de las operaciones que realiza el 
socio con la cooperativa de consumo, que son las mismas que va a realizar con el 50% que le queda del 
sueldo, en un local comercial que sea de su paladar. 


Estos son los cuatro ejes relevantes que queríamos poner de manifiesto a los efectos del cooperativismo de 
consumo, que debe quedar fuera de esta regulación porque es un fenómeno distinto y a veces difícil de 
entender para algunos, salvo para los que, como el señor Presidente, hemos sido cooperativistas de consumo 
desde larga data. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Vemos que no hay preguntas para la delegación. Quiero aclarar que ello no se 
debe a la falta de inquietud o de motivación por parte de los señores Diputados. Esta es la discusión 
que estamos dando en este momento, y es lo que estamos tratando de atender. 


Les agradecemos los aportes, que se suman a los que el movimiento cooperativo ya ha realizado. En las 
próximas semanas estaremos en contacto, porque este tema amerita más encuentros y más diálogo. 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


